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Número UEC/DAJ/M/0174/2014 
Palacio Legislativo, a 29 de agosto de 2014 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 
Judicial de la Federación correspondientes al mes de agosto de 2014. 

 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de agosto de 
20141, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de 
Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO INDIRECTO 
CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE AUTORIZA EN DEFINITIVA EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, 
CUANDO HAYA INTERVENIDO COMO DENUNCIANTE. 

AUTORIZACIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA PARA QUE EL ÓRGANO DE FISCALIZACIÓN 
SUPERIOR INICIE Y SUSTANCIE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD CONTRA UN 
DETERMINADO SERVIDOR PÚBLICO, COMO RESULTADO DE LA REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA. ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA POR EL INVOLUCRADO. 

CUENTA PÚBLICA DE LOS PODERES DEL ESTADO DE PUEBLA. ETAPAS DE SU RENDICIÓN (INSPECCIÓN, 
APROBACIÓN Y FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES). 

 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

EJERCICIO INDEBIDO DE SERVICIO PÚBLICO. SERVIDORES PÚBLICOS QUE PUEDEN UBICARSE EN LA 
HIPÓTESIS DELICTIVA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 214, FRACCIÓN VI (ANTES FRACCIÓN V), DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE JULIO DE 2006. 

 
CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO DE AMPARO. SE ACTUALIZA POR LA OMISIÓN DE DAR VISTA 
AL QUEJOSO PARA QUE AMPLÍE SU DEMANDA RESPECTO DE LA COMPLEMENTACIÓN DE LA 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO MATERIALMENTE ADMINISTRATIVO RECLAMADO, 
REALIZADA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO. 

FALTA O INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO MATERIALMENTE ADMINISTRATIVO. 
SU SOLA AFIRMACIÓN NO BASTA CUANDO AL RENDIR EL INFORME JUSTIFICADO, LA AUTORIDAD NO 
COMPLEMENTA TALES ASPECTOS EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 117 DE LA NUEVA 
LEY DE AMPARO, PARA QUE INVARIABLEMENTE SE ACTUALICE UN VICIO DE FONDO Y SE CONCEDA EL 
AMPARO CON FUNDAMENTO EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO IN FINE DEL ARTÍCULO 124 DE LA CITADA LEY. 

ACTOS RECLAMADOS EN EL AMPARO INDIRECTO. MÉTODO PARA SU FIJACIÓN Y ANÁLISIS POR EL JUEZ DE 
DISTRITO Y POR EL TRIBUNAL REVISOR, CUANDO EL SEÑALAMIENTO DEL QUEJOSO ES CONFUSO. 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. NO RESULTA APLICABLE DICHA INSTITUCIÓN EN FAVOR DE LA 
PARTE QUEJOSA, CUANDO ÉSTA OSTENTA EL CARÁCTER DE PERSONA MORAL OFICIAL. 

 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 8, 15, 22 y 29 de agosto de 2014. 
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INICIO 

AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 
PROMOVER AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE 
AUTORIZA EN DEFINITIVA EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, CUANDO 
HAYA INTERVENIDO COMO DENUNCIANTE. 
 
Si el artículo 79 del Texto Fundante del orden jurídico nacional, encomendó a la Auditoría Superior 
de la Federación velar porque el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos 
federales se ajusten a los lineamientos señalados en el presupuesto; constatar la consecución de los 
objetivos y la metas contenidas en los programas de gobierno; determinar los daños y perjuicios 
sufridos por el Estado en su hacienda pública federal o el patrimonio de los entes públicos federales; 
fincar responsabilidades resarcitorias; promover el fincamiento de responsabilidades diversas de las 
acciones de responsabilidad previstas en el título cuarto de la Constitución; presentar las denuncias 
y querellas relativas, así como coadyuvar con el Ministerio Público, es evidente que dicha institución 
es la encargada de salvaguardar la hacienda pública federal o el patrimonio de los entes públicos 
federales, con independencia de cuál sea el ente fiscalizado al que materialmente pertenezcan los 
recursos; por tanto, cuando la Auditoría Superior de la Federación presenta una denuncia ante el 
Ministerio Público, a propósito de la detección de alguna irregularidad en la recaudación, 
administración, manejo y aplicación de recursos federales e incluso coadyuva con aquél en el 
procedimiento respectivo, tiene interés jurídico para promover el juicio de amparo en contra de la 
determinación que autoriza en definitiva el no ejercicio de la acción penal, pues dicho interés deriva 
precisamente de las facultades constitucionales conferidas a partir de su calidad de guardián de la 
hacienda pública federal o del patrimonio de los entes públicos federales. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 271/2013. 10 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Silvia Carrasco 
Corona. Secretaria: María Isabel Reyes Servín. 
 
INICIO 
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INICIO 

AUTORIZACIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA PARA QUE EL 
ÓRGANO DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR INICIE Y SUSTANCIE EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD CONTRA UN 
DETERMINADO SERVIDOR PÚBLICO, COMO RESULTADO DE LA REVISIÓN 
DE LA CUENTA PÚBLICA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA POR EL INVOLUCRADO. 
 
De los artículos 50, 57, fracción XI y 114 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Puebla (vigentes hasta el 28 de noviembre de 2012); 23, fracciones XXXI, XXXII y XXXIII, 30 a 35 de 
la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas (vigentes hasta el 31 de diciembre de 2012) 
y 68 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambas de la misma entidad, se 
advierte la existencia, cuando menos de tres etapas de la rendición de la cuenta pública, todas 
independientes entre sí jurídicamente, que son las siguientes: I. La inspección de la cuenta pública 
que se realiza al sujeto de revisión, entendido este como una entidad abstracta de la estructura de 
la administración pública estatal; II. La aprobación por parte del Congreso Local, para que en el caso 
de que existan irregularidades se investigue y sancione al responsable mediante el procedimiento 
administrativo correspondiente; y, III. El procedimiento administrativo de responsabilidad donde se 
determinará y sancionará al funcionario o servidor público responsable de las irregularidades 
advertidas. Ahora bien, el juicio de amparo promovido contra la autorización del Congreso del 
Estado de Puebla para que el Órgano de Fiscalización Superior inicie y sustancie el procedimiento 
administrativo de responsabilidad contra un determinado servidor público, como resultado de la 
revisión de la cuenta pública, es improcedente, ya que no causa al involucrado, por sí, una afectación 
o menoscabo en sus intereses, pues únicamente hace patente la existencia de irregularidades en la 
cuenta pública de un órgano del Estado, como ente abstracto, y autoriza al órgano fiscalizador para 
que investigue su probable responsabilidad en la indebida aplicación de recursos públicos, sin que 
en tal actuación se le atribuya responsabilidad o se le imponga sanción alguna, lo cual será materia, 
en todo caso, de la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo y, por consiguiente, 
será esta la que producirá el acto de molestia definitivo que otorgue al gobernado la legitimación 
para acudir al juicio de amparo para impugnarlo; razón por la cual, se actualiza en este caso la causal 
de improcedencia relativa a la falta de interés jurídico. No se desconoce que la aprobación 
mencionada constituye un antecedente trascendental sin el cual no pudiera iniciarse el 
procedimiento administrativo de responsabilidad, sin embargo, es un acto autónomo, intermedio 
de los procedimientos de revisión y de responsabilidades administrativas, por lo que no forma parte 
de estos y, consecuentemente, no causa afectación procesal alguna. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 455/2013. José Alfredo Arango García. 20 de febrero de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 
 
Amparo en revisión 517/2013. Benjamín Berea Domínguez. 27 de marzo de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero 
 
INICIO 
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INICIO 
 

VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO DE AMPARO. SE ACTUALIZA 
POR LA OMISIÓN DE DAR VISTA AL QUEJOSO PARA QUE AMPLÍE SU 
DEMANDA RESPECTO DE LA COMPLEMENTACIÓN DE LA 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO MATERIALMENTE 
ADMINISTRATIVO RECLAMADO, REALIZADA POR LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE, AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO. 
 
El último párrafo del artículo 117 de la Ley de Amparo dispone que en el juicio de amparo indirecto, 
tratándose de actos materialmente administrativos a los que se atribuya la ausencia o insuficiencia 
de fundamentación y motivación, al rendir su informe justificado la autoridad deberá complementar 
esos aspectos, caso en el cual, deberá correrse traslado con el informe al quejoso, para que en el 
plazo de quince días realice la ampliación de la demanda, la que se limitará a cuestiones derivadas 
de la referida complementación. Así, dicha excepción al principio de inmutabilidad del acto 
reclamado permite que, previo al dictado de la sentencia en la audiencia constitucional, se anticipe 
la verificación del cumplimiento de los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación 
y, concomitantemente, en función de la complementación del acto reclamado, se dé al impetrante 
la oportunidad de perfeccionar su defensa, garantizando que en la sentencia se efectúe un análisis 
integral de éste, tanto en sus aspectos formales como en los sustantivos, con lo cual se logra, en 
principio, inmediatez en la reparación de las violaciones que, por ser fuente de inseguridad jurídica, 
impedían al quejoso ejercer una defensa adecuada; también se aseguran el estudio y restauración 
de las violaciones sustantivas que llegasen a existir, evitando el dictado de una resolución que 
atienda sólo a los vicios formales, pero que postergue el estudio de los sustantivos, en detrimento 
del deber de no repetición como subprincipio del derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido 
en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, corresponde a los tribunales evitar dilaciones 
innecesarias en la resolución del asunto y, en todo caso, en la restauración de los derechos 
vulnerados, a través de un procedimiento eficiente y eficaz; de ahí que el precepto inicialmente 
citado anticipa al dictado de la sentencia la verificación del respeto al requisito constitucional de 
fundamentación y motivación, como garantía instrumental del derecho humano a la seguridad 
jurídica y, además, garantiza al gobernado la aptitud de defenderse y tiene, como primer alcance, 
el superar un estado de incertidumbre denunciado en su demanda, de suerte que si la autoridad 
complementa dichos aspectos, se adelanta un efecto restauratorio de la violación a un derecho 
humano y se logra que el impetrante conozca dentro del procedimiento de amparo, con mayor 
precisión, la naturaleza del acto, para perfeccionar su defensa, dado su conocimiento integral. 
Relacionado con lo anterior, el último párrafo del artículo 124 de la Ley de Amparo establece la 
obligación del Juez para que en los asuntos del orden administrativo se analice en la sentencia el 
acto reclamado, considerando la fundamentación y motivación que para complementarlo haya 
expresado la autoridad responsable en el informe justificado y, ante la falta o insuficiencia de 
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aquéllas, en caso de concederse el amparo, se determine que el referido acto presenta un vicio de 
fondo que impide a la autoridad su reiteración; este dispositivo adquiere sentido jurídico, pues en 
él se encuentra inmerso implícitamente el principio de efectividad del amparo, el cual orienta y 
obliga a los órganos jurisdiccionales que conocen del juicio a resolver atendiendo a un sentido 
pragmático, que incida eficazmente en la esfera de derechos del gobernado, y no se utilice 
únicamente (por parte del quejoso) para entorpecer la actividad del Estado, o bien, tratándose de 
actos jurisdiccionales, para obstaculizar el goce de los derechos de la contraparte. Bajo ese contexto, 
de la interpretación sistemática de los dispositivos 117, último párrafo y 124, último párrafo, de la 
Ley de Amparo, se colige que cuando en la demanda de amparo se reclame un acto materialmente 
administrativo, el Juez de Distrito deberá actuar procedimentalmente de la siguiente forma: 1) 
Rendido el informe justificado, en caso de que la autoridad responsable complemente la 
fundamentación y motivación, correrá traslado de forma personal al quejoso para que, en el plazo 
de quince días, realice la ampliación de la demanda, la que se limitará a las cuestiones derivadas de 
la referida complementación; 2) Con la ampliación se dará vista a las responsables así como al 
tercero interesado y, en su caso, se emplazará a las diversas autoridades que en ampliación se 
señalen; 3) Para tales efectos deberá diferirse la audiencia constitucional; 4) Celebrada ésta, en la 
sentencia el Juez analizará el acto reclamado considerando la fundamentación y motivación que 
para complementarlo haya expresado la autoridad responsable en el informe justificado; y, 5) Si 
considera que, superado lo anterior, aún existe falta o insuficiencia de aquéllas, en la sentencia 
concesoria se estimará que el referido acto presenta un vicio de fondo que impide a la autoridad su 
reiteración. En consecuencia, la omisión de dar vista al quejoso con la complementación de la 
fundamentación y motivación expresada en el informe justificado, para que amplíe su demanda, en 
lo que respecta a esa complementación, que origina que el Juez de Distrito no se pronuncie en la 
sentencia en relación con la reiteración o no del acto reclamado, sin posibilidad de cercioramiento 
efectivo sobre la incidencia real de éste en la esfera jurídica del impetrante, es decir, únicamente 
desde una perspectiva meramente anulatoria y no reparadora, constituye una violación a las leyes 
del procedimiento de amparo, así como al principio de efectividad de las sentencias, que trasciende 
al resultado del fallo y obliga a reponer el procedimiento para subsanar dicha omisión. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 89/2014. Delegado de las autoridades responsables del Municipio de 
Monterrey, Nuevo León. 24 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso 
Hernández Núñez. Secretario: Luis Alberto Calderón Díaz. 
 
INICIO 
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FALTA O INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO 
MATERIALMENTE ADMINISTRATIVO. SU SOLA AFIRMACIÓN NO BASTA 
CUANDO AL RENDIR EL INFORME JUSTIFICADO, LA AUTORIDAD NO 
COMPLEMENTA TALES ASPECTOS EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 117 DE LA NUEVA LEY DE AMPARO, PARA QUE 
INVARIABLEMENTE SE ACTUALICE UN VICIO DE FONDO Y SE CONCEDA EL 
AMPARO CON FUNDAMENTO EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO IN FINE DEL 
ARTÍCULO 124 DE LA CITADA LEY. 
 
De acuerdo con el último párrafo del artículo 117 de la nueva Ley de Amparo, tratándose de actos 
materialmente administrativos, cuando en la demanda se aduzca la falta o insuficiencia de 
fundamentación y motivación, la autoridad responsable, en su informe justificado, deberá 
complementar en esos aspectos el acto reclamado; sin embargo, cuando no se complementan no 
debe invariablemente concluirse que se está en presencia de un vicio de fondo, y que deba 
concederse el amparo en los términos que prevé el último párrafo del diverso artículo 124 del citado 
ordenamiento legal, en virtud de que no basta con que la parte quejosa afirme la falta o insuficiencia 
de fundamentación y motivación del acto materialmente administrativo, para que si la autoridad 
responsable no complementa éste al rendir su informe justificado, se actualice sin más la 
consecuencia prevista en la parte final del último párrafo del artículo 124 de la invocada ley, puesto 
que el Juez de Distrito, en primer lugar, debe analizar el o los conceptos de violación formulados al 
respecto y determinar si es fundado o infundado el planteamiento de falta o insuficiencia de 
fundamentación y motivación del acto reclamado, ya que si concluye que éste sí satisface dichos 
requisitos, exigidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
ser constitucional el acto administrativo reclamado, y así lo confirma el Tribunal Colegiado en el 
recurso de revisión correspondiente, no trasciende para efectos de la parte final del último párrafo 
del artículo 124 de la nueva Ley de Amparo, el que la autoridad responsable no hubiera 
complementado aquél en su informe justificado; por el contrario, si el Juez Federal determina que, 
como lo planteó la parte quejosa, el acto reclamado sí adolece de falta o insuficiencia de 
fundamentación y motivación, y así es confirmado por el Tribunal Colegiado, entonces sí trasciende 
al resultado del fallo la omisión en que incurra la autoridad responsable de no complementar tales 
aspectos al rendir su informe justificado, lo que actualiza el supuesto previsto en el último párrafo 
in fine del referido artículo 124, caso en el cual no podrá reiterar su actuación en ese sentido, sino 
ajustándose a los requisitos exigidos en la ley del acto. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 66/2014. 23 de abril de 2014. Mayoría de votos. Disidente: José Eduardo Téllez 
Espinoza. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secretaria: María Elena Gómez Aguirre. 
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ACTOS RECLAMADOS EN EL AMPARO INDIRECTO. MÉTODO PARA SU 
FIJACIÓN Y ANÁLISIS POR EL JUEZ DE DISTRITO Y POR EL TRIBUNAL 
REVISOR, CUANDO EL SEÑALAMIENTO DEL QUEJOSO ES CONFUSO. 
 
De los criterios jurisprudenciales y aislados sustentados por el Pleno y las Salas de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, se advierte que, para fijar correctamente los actos reclamados que serán 
materia del análisis constitucional, debe acudirse a la lectura íntegra de la demanda, por virtud de 
su sentido de indivisibilidad, sin atender a los calificativos que, en su enunciación, se hagan sobre 
su constitucionalidad o inconstitucionalidad, pero si fuera el caso que, aun eso fuera insuficiente, 
entonces los juzgadores deberán armonizar -además de los datos que emanen del escrito inicial- la 
información que se desprenda de la totalidad del expediente del juicio, buscando lograr que su 
sentido sea congruente con todos esos elementos e identificando los reclamos con alguno de los 
supuestos de procedencia del amparo, lo que deberá hacerse con un sentido de liberalidad no 
restrictivo y atendiendo, preferentemente, al pensamiento e intencionalidad de su autor, 
descartando las precisiones que generen oscuridad o confusión (es decir, debe preferirse lo que 
quiso decir el quejoso y no lo que en apariencia dijo, a partir de una valoración rígida o literal del 
capítulo respectivo) y, todo ello, con el objeto de lograr una congruencia entre las pretensiones, lo 
que será resuelto y lo que razonablemente puede ser materia del juicio constitucional en función 
de los supuestos de su procedencia, sin que pueda considerarse que esto implique una suplencia de 
queja, sino la recta precisión de un presupuesto que será la base de la litis del juicio constitucional. 
Esta valoración debe ser especialmente cuidadosa, cuando se trata de determinar si fueron varios 
los reclamos autónomos del quejoso o si se está ante una impugnación conexa de varios actos 
indisolublemente relacionados, respecto de los cuales sería indebido un juzgamiento aislado por 
cada reclamo aparente; por todo lo anterior, si dichos aspectos y método no fueron observados por 
el Juez de Distrito en la sentencia de amparo indirecto sujeta a revisión, el Tribunal Colegiado de 
Circuito, como órgano revisor, de oficio y sin necesidad de agravio, deberá corregirlos para evitar 
que el proceso constitucional culmine con una sentencia incongruente que no corresponda a la 
realidad de lo impugnado por el quejoso. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 112/2011. Exprab Co, S.A. de C.V. 5 de julio de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Enrique Orozco Moles. 
 
INICIO 
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CUENTA PÚBLICA DE LOS PODERES DEL ESTADO DE PUEBLA. ETAPAS DE 
SU RENDICIÓN (INSPECCIÓN, APROBACIÓN Y FINCAMIENTO DE 
RESPONSABILIDADES). 
 
De acuerdo con los artículos 50, 57, fracción XI y 114 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Puebla (vigentes hasta el 28 de noviembre de 2012); 23, fracciones XXXI, XXXII y XXXIII, 
30 a 35 de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas (vigentes hasta el 31 de diciembre 
de 2012) y 68 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambas de la misma entidad, 
el procedimiento de revisión de la cuenta pública de los Poderes locales inicia con su presentación 
al Congreso, quien la turna al Órgano de Fiscalización Superior, a efecto de que la analice y, de 
detectar irregularidades, emita un pliego de observaciones en el que requiera a los servidores 
públicos, titulares o representantes legales de los sujetos de revisión, para que las contesten o 
solventen en un plazo no mayor de treinta días naturales; en caso contrario o cuando aun 
contestado no hubiere sido suficientemente solventado, o si la contestación se hubiere presentado 
en forma extemporánea, el ente fiscalizador deberá emitir el pliego de cargos para ser contestado 
y solventado en un plazo no mayor de treinta días naturales; así, transcurrido este, el órgano de 
fiscalización mencionado debe emitir el informe del resultado de la revisión de la cuenta pública 
que contiene los resultados de fiscalización de la entidad de que se trate y presentarlo a la comisión 
respectiva del Congreso para su revisión y aprobación. Asimismo, se advierte que, derivado del 
informe del resultado, el órgano fiscalizador podrá proceder, en su caso, a realizar lo siguiente: a) 
Tramitar y resolver el procedimiento previsto en la ley para el fincamiento de las responsabilidades 
resarcitorias; b) Iniciar el procedimiento administrativo de determinación de responsabilidades, el 
cual da inicio, previa aprobación del Congreso del Estado, con el citatorio que la autoridad realice al 
servidor público presuntamente responsable a una audiencia, donde se le hace saber la 
responsabilidad o responsabilidades que se le imputan, el lugar, día y hora en que tendrá verificativo 
la audiencia, y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en dicha audiencia; y, c) Promover las acciones 
de responsabilidad a que se refiere la Constitución Local y presentar las denuncias o querellas 
penales correspondientes. De lo desarrollado, se advierte la existencia, cuando menos de tres 
etapas de la rendición de la cuenta pública, todas independientes entre sí jurídicamente, que son 
las siguientes: I. La inspección de la cuenta pública que se realiza al sujeto de revisión, entendido 
este como una entidad abstracta de la estructura de la administración pública estatal; II. La 
aprobación por parte del Congreso Local, para que en el caso de que existan irregularidades se 
investigue y sancione al responsable mediante el procedimiento administrativo correspondiente; y, 
III. El procedimiento administrativo de responsabilidad donde se determinará y sancionará al 
funcionario o servidor público responsable de las irregularidades advertidas. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión (improcedencia) 58/2013. José Alfredo Arango García. 30 de mayo de 2013. 
Mayoría de votos. Disidente: Manuel Rojas Fonseca. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. 
Secretario: Alejandro Ramos García. 
 
Amparo en revisión 455/2013. José Alfredo Arango García. 20 de febrero de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero.  
 
Amparo en revisión 517/2013. Benjamín Berea Domínguez. 27 de marzo de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 
 
INICIO 
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EJERCICIO INDEBIDO DE SERVICIO PÚBLICO. SERVIDORES PÚBLICOS QUE 
PUEDEN UBICARSE EN LA HIPÓTESIS DELICTIVA CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 214, FRACCIÓN VI (ANTES FRACCIÓN V), DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE JULIO DE 2006. 
 
El delito previsto en el citado numeral se actualiza cuando cualquier servidor público que, por 
razones de su empleo, cargo o comisión, tenga obligación de custodiar, vigilar, proteger o dar 
seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos y, ante el incumplimiento de tal deber, 
propicie un daño a dichas personas o la pérdida o sustracción de objetos. De lo anterior se advierte 
que el sujeto activo no debe tener necesariamente la calidad de custodio, vigilante o guardia, pues 
para que se tipifique el delito sólo se requiere que dicho sujeto sea servidor público y que la función 
que tenga encomendada con motivo de su empleo, cargo o comisión, le imponga el deber de 
custodiar, vigilar, proteger o dar seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 326/2013. Entre las sustentadas por el entonces Segundo Tribunal Colegiado 
del Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el entonces 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y 
el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito. 7 de mayo de 2014. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
El entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 565/87, el cual dio origen a la tesis 
aislada número VI.2o.24 P, de rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS. COMETEN EL DELITO DE EJERCICIO 
INDEBIDO DEL SERVICIO PÚBLICO, INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 214 DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 
XIV, julio de 1994, página 816, con número de registro IUS: 211979; el sostenido por el entonces 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 51/94, el cual dio origen a la tesis aislada número XX.1o.253 P, de 
rubro: "PECULADO. SI NO EXISTE EN AUTOS MATERIAL PROBATORIO QUE ACREDITE QUE EL 
QUEJOSO HUBIESE DISPUESTO PARA SÍ O PARA OTROS, DE LOS BIENES CUYO MONTO CONSTITUYE 
EL FALTANTE DE LA EMPRESA, NO PUEDE ESTABLECERSE LA PRESUNTA RESPONSABILIDAD PENAL 
EN LA COMISIÓN DEL DELITO DE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, Tomo XIII, junio de 1994, página 619, con número de registro IUS: 212308; y el emitido por 
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el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 238/2013, en el cual 
sostuvo, esencialmente, que si quien recibió los dos mil pesos como garantía de libertad caucional, 
fue el propio quejoso en el ejercicio de sus funciones de agente del Ministerio Público, porque 
incluso hizo constar la recepción de ese dinero y su objeto, y no quedó demostrado su destino final, 
consecuentemente, sólo él podía distraer tal cuantía para sí, pues en el caso no demostró que 
hubiera puesto a disposición del juzgador dicho dinero, ni hizo constar que esa cantidad hubiera 
desaparecido o se hubiera destruido; en otras palabras, si el quejoso, en el ejercicio de sus 
funciones, recibió directamente el dinero, por lo tanto, estaba dentro de su esfera de dominio el 
monetario, lo tenía en custodia y no precisó o demostró el paradero del mismo, que lo haya 
consignado a algún Juez de proceso, que es el objetivo final para el Ministerio Público, por lo que 
no podría ser distinta persona la que hubiera dado uso al dinero. 
 
Tesis de jurisprudencia 45/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
de fecha veintiuno de mayo de dos mil catorce. 
 
INICIO 
  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

 
 

 
 

13 
“2014. AÑO DE OCTAVIO PAZ” 

Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 
Edificio G, nivel 2; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

INICIO 
 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. NO RESULTA APLICABLE 
DICHA INSTITUCIÓN EN FAVOR DE LA PARTE QUEJOSA, CUANDO ÉSTA 
OSTENTA EL CARÁCTER DE PERSONA MORAL OFICIAL. 
 
Si la figura de la suplencia de la deficiencia de la queja tiene como propósito fundamental la 
protección equitativa de los contendientes, esto es, prevenir que las personas se vean expuestas a 
la pérdida de sus derechos por desconocimiento de los rigorismos de la técnica del derecho, o bien, 
porque no disponen de los medios económicos suficientes para un adecuado asesoramiento 
profesional, es evidente que dicho estado de indefensión no podría actualizarse cuando la parte 
quejosa ostenta el carácter de persona moral oficial. Es así, pues aun cuando aquellas personas 
acuden al juicio de amparo desprendidas del imperio que les es propio, o desde una perspectiva de 
coordinación y no de supra a subordinación, lo cierto es que ocurren por conducto de los servidores 
públicos o representantes que señalan las disposiciones legales aplicables, quienes a su vez 
pertenecen o consultan a las direcciones generales jurídicas de las dependencias o departamentos 
relativos, y poseen conocimientos sólidos y suficientes a fin de defender los intereses de las 
entidades que representan. En ese sentido, de suplir la queja deficiente en favor de las personas 
morales oficiales, se contravendrían el sentido y fin de aquella institución, pues en lugar de lograr 
una protección equitativa de las partes, se incurriría en un desequilibrio en favor de la contraparte. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 271/2013. 10 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Silvia Carrasco 
Corona. Secretaria: María Isabel Reyes Servín. 
 


